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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 616/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIO DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 616/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el trece de junio de dos mil veintitrés, ********** ********** **********, compareció en su carácter de apoderado de ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********, a demandar la nulidad del acuerdo con número de oficio ECO.01.04626/2023, dictado por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el expediente número SEGAM.NORM.NORM.1.4/062/2023, de cinco de junio de dos mil veintitrés, mediante el cual, se desecha el recurso de revisión presentado por la parte actora.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El quince de junio de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:45 once horas con cuarenta y cinco minutos del veinte de septiembre de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició esa diligencia con la asistencia del apoderado de la parte actora sin la presencia de delegado de la demandada. Enseguida, el Secretario de Acuerdos dio  lectura al escrito inicial de demanda así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora y por parte de las autoridades demandadas. En período de pruebas se tuvo  por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. En atención a lo anterior y al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y en periodo de alegatos el Secretario certificó que la actora ofreció los alegatos que a su parte correspondía y que la demandada no hizo uso de tal derecho, por lo que con lo anterior, se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de notificación
	Fecha surtió efectos la notificación

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	05 de junio de 2023
	06 de junio de 2023
	07 de junio de 2023
	08 de junio al 03 de agosto de 2023

	13 de junio de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda ********** ********** **********, en su carácter de apoderado de ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********, hoy actora.
La personalidad de la empresa actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció a través de representante, quien acreditó sus facultades con la copia certificada del Instrumento ********** **********, del tomo ********** del protocolo del Notario Público número 38 con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, siendo que además, el acto impugnado se encuentra referido a la moral compareciente, de ahí su interés en la presente controversia.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quien compareció por conducto del titular de la Dirección de Normatividad, se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues exhibió copia certificada del nombramiento, documento con el que se acredita el carácter que ostenta, mismo que es visible en foja 44 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

CUARTO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye el acuerdo con número de oficio ECO.01.04626/2023, dictado por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el expediente número SEGAM.NORM.NORM.1.4/062/2023, de cinco de junio de dos mil veintitrés, mediante el cual, se desecha el recurso de revisión presentado por la hoy parte actora, habiéndose acreditado dicho acto mediante las documentales que fueron exhibidas por la parte actora, visibles en fojas de la 11 a 14 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 a la 09 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Son infundados e inoperantes los conceptos de impugnación.

A. Problema jurídico.

En esencia, aduce el accionante en su primer motivo de disenso, que el acto reclamado no reúne los requisitos que marca la Carta Magna, que establecen la fundamentación y motivación en cada acto que emita la autoridad, porque la resolución combatida carece de los elementos establecidos en las fracciones II y VI del artículo 164 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, ya que su objeto, desechar por improcedente el recurso de revisión, no se encuentra previsto por el ordenamiento jurídico aplicable y evidentemente se trata de un error de derecho por la equivoca interpretación de la ley, dado que el acto a revisar si bien no se trata de una resolución administrativa, si es un acto de autoridad administrativa por lo que procedía el trámite del recurso de revisión, así como contiene un error de hecho porque deja de interpretar las normas de un modo integral.
En otro orden, en su segundo concepto de impugnación el demandante reproduce a integridad el argumento de agravio esgrimido en el recurso de revisión planteado en contra del oficio ECO.30.3752/2023 de siete de marzo de dos mil veintitrés, señalando que el mismo deviene indebidamente fundado y carente de motivación, contraviniendo la legalidad que deben de contener todos los actos administrativos.
B. Antecedentes del acto impugnado.

Previo a establecer el porqué de lo infundado e inoperante de los conceptos de impugnación, es pertinente traer a cuenta lo antecedentes que del acto informan las manifestaciones de las partes como de las constancias que integran el sumario, de donde tenemos que:

a) Que el 09 de septiembre de 2022, la accionante ingresó a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, a efecto de dar trámite a la Manifestación de Impacto Ambiental en modalidad particular, referente al proyecto denominado ********** ********** **********, ubicado en el municipio de ********** ********** **********, San Luis Potosí.
b) El 27 de octubre de 2022 se formuló a la actora requerimiento de información respecto del trámite a la Manifestación de Impacto Ambiental en modalidad particular.

c) El 15 de diciembre de 2022 la accionante dio cumplimiento al requerimiento que le fuera formulado por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental respecto del trámite a la Manifestación de Impacto Ambiental en modalidad particular.

d) El 07 de marzo de 2023 a través del oficio ECO.03.3752/2023 la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental emite nuevamente un requerimiento a la accionante, a efecto de que satisfaga los extremos ahí referidos, respecto del trámite a la Manifestación de Impacto Ambiental en modalidad particular.

e) Inconforme con la determinación anterior, la accionante promovió el 29 de mayo de 2023 recurso de revisión mismo que por acuerdo de 05 de junio de 2023 fue desechado. 
C. Decisión

Como se adelantó, son infundados e inoperantes los conceptos de impugnación.

A fin de establecer lo infundado del primer concepto de impugnación  debemos establecer que todas las autoridades deben de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Bajo ese tenor, tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. 

Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Ahora bien, en caso que nos ocupa y como bien fue reseñado previamente, la accionante sostiene que la determinación de cinco de junio de dos mil veintitrés, por la cual se desechó su recurso de revisión propuesto contra el acuerdo de requerimiento de siete de marzo de dos mil veintitrés, se dictó en contravención de los principios de fundamentación y motivación, en la medida que, por la equivoca interpretación de la ley, dado que el acto a revisar si bien no se trataba de una resolución administrativa, si es un acto de autoridad administrativa por lo que el recurso de revisión es procedente.
Sin embargo, debe decirse que contrario a la estimación de la accionante, el desechamiento del recurso de revisión planteado en contra el acuerdo de siete de marzo de dos mil veintitrés, fue emitido cumpliendo a cabalidad con la garantía de fundamentación y motivación que todo acto debe contener, lo anterior porque como se puede apreciar del punto TERCERO del acuerdo hoy impugnado, la autoridad informó los fundamentos y razones por las que determinó desechar por improcedente el referido recurso, siendo del siguiente tenor:

“TERCERO.- Que por la naturaleza del acto impugnado y con fundamento en lo dispuesto en los arábigos 130, 131 y 140 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí vigente, SE DESECHA POR IMPROCEDENTE el Recurso de Revisión interpuesto por el C. ********** ********** **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********”, en virtud de las siguientes consideraciones de hecho y derecho:

1.- El arábigo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí vigente indica que el Recurso de Revisión es procedente contra actos y resoluciones de autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, supuesto que en el caso concreto no se da, ya que el promovente se duele del contenido del Oficio ECO.03.3752/2023, de fecha 07 de marzo de 2023, por medio del cual se le requiere para que presente información adicional y documentación correspondiente a un trámite, siendo evidente que el acto recurrido no se trata de una Resolución Administrativa, sino un requerimiento de información y documentación adicional.

“Artículo 130. Los interesados afectados  por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, o una instancia o resuelvan un expediente, podrán a su elección interponer el recurso de revisión previsto por este Código o intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal”.

2.- El arábigo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí vigente es claro en indicar que indica que la oposición a tales actos de trámite se hará valer en todo caso al impugnar la resolución definitiva; esto es, lo legalmente correcto en el caso que nos ocupa es alegar sobre el contenido del Oficio No. ECO.03.3752/2023, de fecha 07 de marzo de 2023, solicitando que los mismos sean tomados en cuenta al momento de resolver.

“Artículo 131. La oposición a los actos de trámite en un procedimiento administrativo deberá alegarse por los interesados durante dicho procedimiento, para su consideración, en la resolución que ponga fin al mismo. La oposición a tales actos de trámite se hará valer en todo caso al impugnar la resolución definitiva.””

Énfasis de origen.
Como puede verse de la consideración transcrita, es evidente que la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental si se ajustó a las obligaciones de fundar y motivar la decisión por la que desechó el recurso de revisión planteado en contra del oficio ECO.03.3752/2023, de siete de marzo de dos mil veintitrés, pues la autoridad se apoyó en principio, en el contenido del artículo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y  explicó al promovente, que el supuesto para la procedencia del referido recurso de revisión no se actualizaba, ya que éste solo procede en contra de resoluciones administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, y en el caso, su queja versaba sobre un requerimiento de información y documentación adicional, informando además que, la oposición a los actos de trámite se podría hacer valer cuando se impugnara la resolución definitiva, para lo cual transcribió el contenido del artículo 131 del indicado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En atención a lo anterior, se desprende que el agravio primero resulta desacertado porque la autoridad, al desechar el recurso de revisión propuesto por la moral actora, si estableció el fundamento con el que apoyó su decisión, tan es así que citó y reprodujo el contenido de los artículos 130 y 131 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para referir que en dichos dispositivos se consagra que el citado recurso procede contra las resoluciones administrativas que ponen fin a una instancia o resuelvan un expediente, situación que no se actualizaba, y que, en todo caso, la oposición a dicha determinación podría formularse cuando se impugnara la resolución definitiva, de donde obtenemos en esencia que el acto impugnado en esta controversia si se encuentra fundado y motivado.

Ahora, con relación al argumento vertido por la accionante, en el sentido de que la interpretación que la autoridad otorga al contenido del artículo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es equivocada porque si bien en dicho dispositivo se refiere que procede el recuso contra las resoluciones administrativas, no menos cierto resulta que el citado numeral también permite que se impugnen actos administrativos, como el que se pretendió recurrir, sin embargo, dicha apreciación igualmente deviene infundada en razón de los siguiente.

Del contenido del artículo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí se deprenden las hipótesis para la procedencia del Recurso de Revisión, pues dicho numeral literalmente establece:

“ARTÍCULO 130. Los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán a su elección interponer el recurso de revisión previsto por este Código o intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal.”

Como puede obtenerse de la interpretación gramatical y progresiva del transcrito, es evidente que el Recurso de Revisión es procedente contra actos o resoluciones dictadas por la autoridad administrativa, empero la cualidad que requiere dicho actuar es el que dichas determinaciones sean de las que ponen fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, surgiendo así el derecho a controvertirlas mediante el referido recurso o a través del juicio de nulidad.
Es decir, en el artículo transcrito se recoge el derecho a controvertir la decisión final, emitida por la autoridad administrativa dentro de un procedimiento o con respecto a un trámite, lo cual podrá ocurrir a través de la revisión en sede administrativa o mediante el control de legalidad vía juicio contencioso administrativo.

De esa guisa y apreciando el acto que se pretendía impugnar en el recurso de revisión, es evidente que como bien lo apreció la autoridad demandada, no se trataba de un acto o una resolución que pusiere fin al procedimiento, instancia o expediente incoado por la hoy demandante, dado que conforme al análisis del oficio ECO.03.3752/2023 de siete de marzo de dos mil veintitrés, visible a fojas 16 frente y 16 vuelta de autos, la decisión adoptada por la autoridad fue en el sentido de requerir información y documentación adicional a la previamente ingresada y requerida, a fin de con ello estar en posibilidad de realizar la evaluación objetiva del proyecto, sin que se infiera de dicha decisión, que en la misma se estuviere resolviendo en definitiva el procedimiento, petición o expediente relativo al trámite a la Manifestación de Impacto Ambiental en modalidad particular, gestionado por la aquí moral actora, de ahí que la decisión de desechar dicho recurso se encontraba debidamente justificada.

Sin que sea óbice a lo anterior, el hecho de que la autoridad al establecer la causa de desechamiento del recurso de revisión, hubiere informado al promovente que, en todo caso, las violaciones aducidas respecto del oficio ECO.03.3752/2023 de siete de marzo de dos mil veintitrés, se podrían hacer valer en la impugnación que en todo caso se intentara contra la decisión definitiva en dicho trámite, y que con ello hubiere trastocado los derechos de legalidad de la demandante, pues en todo caso, dicha consideración amen de no causar afectación le informa que las violaciones que a su juicio ocurran durante el procedimiento podrán invocarse al recurrir la determinación definitiva, de ahí lo infundado del argumento en estudio.
Ahora bien, atendiendo al resultado al que se llegó respecto del primero de los agravios, y como en el segundo de los motivos de disenso la actora se concretó a reproducir el agravio planteado en contra del oficio ECO.03.3752/2023 de siete de marzo de dos mil veintitrés, vertido en el recurso de revisión y siendo que se ha determinado la improcedencia del medio de impugnación respecto de dicho acto, dado que en esencia, no es un acto recurrible, procede determinar a dicho concepto de impugnación como inoperante por inatendible, dado que si dicho oficio ECO.03.3752/2023 de siete de marzo de dos mil veintitrés, no es impugnable en el recurso de revisión, lógico es que no es dable analizar los argumentos vertidos en su contra.
En atención a lo anterior, ante lo infundado e inoperante de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora; a juicio de la Magistrada de Sala Unitaria, lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio ECO.01.04626/2023, dictado por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el expediente número SEGAM.NORM.NORM.1.4/062/2023, de cinco de junio de dos mil veintitrés, mediante el cual, se desecha el recurso de revisión presentado por la parte actora, toda vez que el demandante no logro desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad. 

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción V, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, así como también los artículos 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio ECO.01.04626/2023, dictado por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el expediente número SEGAM.NORM.NORM.1.4/062/2023, de cinco de junio de dos mil veintitrés; por las razones expuestas en el último Considerando de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40, primer párrafo del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.


� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830., 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





